
 
4. PROTOCOLO DE ACTUACIÓN FRENTE A LA SOSPECHA O DETECCIÓN DE 
SITUACIONES DE VULNERACIÓN DE DERECHOS DE LOS Y LAS ESTUDIANTES. 
 
4. 1. Objetivo​

 
Establecer el procedimiento de actuación del establecimiento frente a situaciones de 
vulneración de derechos que afecten a estudiantes, definiendo acciones de detección, 
activación, resguardo, comunicación, derivación, seguimiento y cierre. 

Asimismo, este procedimiento tiene por finalidad resguardar la integridad física y psíquica 
de los estudiantes, asegurar una respuesta oportuna y protectora por parte del 
establecimiento, y coordinar, cuando corresponda, la intervención de la familia y de los 
organismos competentes, conforme al interés superior del niño, niña o adolescente. 

4.2. Alcance 

Este procedimiento aplica a estudiantes del Colegio del Sagrado Corazón de Apoquindo 
frente a situaciones de vulneración de derechos detectadas o conocidas en el contexto 
escolar y que requieran una actuación institucional de protección. 
 
Podrá activarse, entre otras situaciones, frente a sospechas, develaciones o antecedentes 
de violencia física y/o psicológica, negligencia, abandono, violencia intrafamiliar, 
afectación del derecho a la educación, u otras situaciones que comprometan la 
integridad, bienestar o derechos del estudiante. 

Estas situaciones podrán detectarse dentro de las dependencias del establecimiento, en 
actividades oficiales organizadas o supervisadas por el colegio, en salidas pedagógicas u 
otras instancias vinculadas a la vida escolar, así como fuera de dicho contexto cuando el 
establecimiento tome conocimiento de hechos que requieran activar medidas de 
resguardo o derivación 



 
4.3. Documentos de referencia 
 
Referencias normativas 

●​ Ley N° 21.430, sobre garantías y protección integral de los derechos de la niñez y 
adolescencia. 

●​ Ley N° 20.066, sobre violencia intrafamiliar.  
●​ Ley N°21.013, de 6 de junio de 2017, del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, 

tipifica un nuevo delito de maltrato y aumenta la protección de personas en 
situación especial. 

●​ Resolución Extensa N°482, de 2018, de la Superintendencia de Educación, que 
imparte instrucciones sobre Reglamentos Internos de establecimientos 
educacionales de enseñanza básica y media con reconocimiento oficial del estado.  

●​ Ley N° 21.430, sobre garantías y protección integral de los derechos de la niñez y 
adolescencia. 

●​ Resolución Extensa N°860, de 26 de noviembre de 20218, de la Superintendencia de 
Educación, que aprueba circular que imparte instrucciones sobre Reglamentos 
Internos de establecimientos educacionales parvularios.  

●​ Política Nacional de Convivencia Educativa 2024-2030, de abril de 2024, del 
Ministerio de Educación, Subsecretaría de Educación, División de Educación 
General, Chile. Marco de actuación y visión institucional. 

    
4.4. Definiciones 
 
●​ Afectación del derecho a la educación: Situación en que se ve comprometido el 

ejercicio efectivo del derecho a la educación, por inasistencia reiterada, no 
escolarización, desescolarización, abandono escolar, interrupciones prolongadas de la 
trayectoria educativa u otros factores que dificulten gravemente la permanencia, 
participación o progreso del estudiante en el sistema educativo. 

●​ Abandono: Situación de desprotección grave en la que el niño, niña o adolescente 
carece de los cuidados, atención o presencia mínima de los adultos responsables, ya 
sea por deserción total de sus deberes parentales, ausencia prolongada, 
desvinculación del cuidado o falta de respuesta frente a sus necesidades básicas de 
protección y resguardo. 

 
●​ Confidencialidad o deber de resguardo: Obligación del establecimiento y de quienes 

intervienen en resguardar la privacidad, dignidad e integridad de las personas 
involucradas, manejando la información con prudencia y sólo para los fines propios del 
procedimiento, sin perjuicio de las comunicaciones que deban efectuarse a las familias 
o a las autoridades competentes. 

●​ Delito: hecho u omisión que la ley penal tipifica y sanciona. Para efectos de este 
protocolo, se entenderá que existe un hecho que puede revestir caracteres de delito 
cuando, de los antecedentes disponibles, aparezcan indicios de una conducta que 
pudiera ser constitutiva de ilícito penal. En tales casos, el establecimiento deberá 
adoptar de inmediato las medidas de resguardo que correspondan, dejar registro de 
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los antecedentes y efectuar la denuncia ante la autoridad competente cuando la 
normativa así lo exija, sin perjuicio de la continuación del procedimiento interno para 
efectos de protección, acompañamiento y convivencia escolar. 

●​ Denuncia: comunicación formal o verbal mediante la cual cualquier integrante de la 
comunidad educativa, o un tercero, pone en conocimiento del colegio o de la 
autoridad competente hechos que puedan constituir vulneración de derechos o 
incluso hechos que puedan revestir caracteres de delito. 

       Para efectos de este protocolo, la denuncia puede ser: 
i. Denuncia interna: aquella que se presenta ante el establecimiento educacional, 
por medio de la Coordinadora  de Convivencia, Dirección u otro canal formal 
definido por el colegio, con el objeto de activar el presente protocolo, adoptar 
medidas de resguardo e iniciar la evaluación o investigación que corresponda. 
ii. Denuncia externa: aquella que se presenta ante organismos o autoridades 
fuera del establecimiento, tales como Carabineros de Chile, Policía de 
Investigaciones, Ministerio Público, Tribunal de Familia, Superintendencia de 
Educación u otros órganos competentes, cuando la naturaleza de los hechos así 
lo exija o permita.  
La denuncia podrá efectuarse por escrito o verbalmente y deberá registrarse por 
el establecimiento de manera íntegra y objetiva, dejando constancia de la fecha, 
de quien la formula, de los hechos informados y de las medidas iniciales 
adoptadas, cuando corresponda. 

●​ Develación: Relato, manifestación o comunicación mediante la cual un niño, niña o 
adolescente da a conocer, de manera verbal, no verbal, espontánea o ante una 
pregunta de contención, una posible situación de vulneración de derechos que le 
afecta o ha afectado. 

●​ Factores de riesgo: Circunstancias personales, familiares, sociales o contextuales que 
pueden aumentar la probabilidad de vulneración de derechos de un niño, niña o 
adolescente. 

●​ Factores protectores: Condiciones personales, familiares, escolares o comunitarias que 
favorecen la protección, el bienestar y el ejercicio de los derechos del niño, niña o 
adolescente. 

●​ Maltrato directo: Toda acción ejercida de manera inmediata sobre el niño, niña o 
adolescente que afecte su integridad física, psíquica o emocional, incluyendo golpes, 
amenazas, humillaciones, insultos, rechazo, hostigamiento u otras formas de agresión o 
trato degradante. 

●​ Maltrato indirecto: Situación en que el niño, niña o adolescente resulta afectado por 
contextos, dinámicas o conductas violentas que no necesariamente se dirigen de 
manera inmediata contra él o ella, pero que comprometen su bienestar, seguridad o 
desarrollo, como la exposición a violencia entre adultos significativos o a entornos 
gravemente lesivos. 



 
●​ Medida de protección: Acción de resguardo, apoyo o derivación adoptada para 

proteger a un niño, niña o adolescente frente a una situación de vulneración de 
derechos, con el fin de resguardar su bienestar, seguridad e integridad, sin perjuicio de 
las medidas que puedan decretar los órganos competentes. 

●​ Negligencia: Omisión o abandono por parte de los adultos responsables en el 
cumplimiento de deberes básicos de cuidado, protección y resguardo del niño, niña o 
adolescente. Puede incluir negligencia física, emocional, médica, educativa o de 
supervisión. 

●​ Persona denunciada: Integrante de la comunidad educativa respecto de quien se 
atribuyen hechos que podrían constituir maltrato, acoso escolar o violencia, debiendo 
resguardarse su derecho a ser informado y oído conforme al procedimiento aplicable. 

●​ Sospecha: Existencia de indicios, señales, cambios conductuales, antecedentes o 
información que permiten advertir razonablemente una posible situación de 
vulneración de derechos de un niño, niña o adolescente, aun cuando no exista una 
develación directa. La sospecha exige observación, resguardo y activación oportuna 
del procedimiento correspondiente. 

●​ Testigo: Persona que ha presenciado directamente los hechos ocurridos o que cuenta 
con antecedentes relevantes para su esclarecimiento. 

●​ Trabajo infantil: Toda actividad o trabajo que prive al niño, niña o adolescente de su 
niñez, su dignidad o su desarrollo integral, o que resulte perjudicial para su salud, 
seguridad, escolaridad o desarrollo físico, mental, espiritual, moral o social. 

●​ Violencia intrafamiliar: Toda forma de violencia que se ejerce dentro del espacio 
doméstico, de las familias o de las relaciones de pareja, y que puede afectar directa o 
indirectamente a un niño, niña o adolescente, comprometiendo su seguridad, bienestar 
y desarrollo. La Ley N° 20.066 tiene por objeto prevenir, sancionar y erradicar la violencia 
intrafamiliar y todas sus manifestaciones, otorgando protección efectiva a quienes la 
sufren. 

4.5 Responsables del protocolo 

La aplicación de este protocolo estará a cargo de la Coordinadora de Convivencia, en 
coordinación con la Subdirección de Ciclo correspondiente y bajo la supervisión de la 
Dirección del Colegio, sin perjuicio de las competencias específicas establecidas en cada 
etapa del procedimiento. Cuando la persona responsable se encuentre ausente, 
inhabilitada, involucrada en los hechos o exista una circunstancia que comprometa su 
imparcialidad, la Dirección designará a su reemplazo funcional o a otra persona idónea 
para conducir total o parcialmente el procedimiento, dejando constancia de ello en el 
expediente. 

 

 



 
4.6 Regla general de aplicación 

El presente protocolo se desarrollará conforme al flujo institucional aprobado por el Colegio. 
Todas las situaciones que se activen bajo este instrumento seguirán las mismas etapas 
generales del procedimiento. Sin perjuicio de ello, en la evaluación inicial deberá 
determinarse el tipo de vínculo entre las personas involucradas, con el objeto de adecuar 
las medidas de resguardo, la forma de comunicación, la conducción de la investigación, 
las medidas de apoyo, la eventual derivación y la articulación con otros procedimientos 
internos o externos. 

 



 
 
 
4.7. Descripción del procedimiento.  
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Actividad 1: Detectar la situación, acoger y activar el procedimiento 
 
Esta actividad se iniciará cuando cualquier integrante de la comunidad educativa del 
Colegio del Sagrado Corazón de Apoquindo detecte, presencie, reciba una develación o 
tome conocimiento de una posible situación de vulneración de derechos que afecte a un 
estudiante. 

La persona que tome conocimiento deberá escuchar la información con respeto, sin emitir 
juicios de valor, sin cuestionar el relato y resguardando la confidencialidad, de modo que el 
estudiante se sienta protegido y acompañado desde el primer momento. 

En caso de develación, el adulto deberá limitarse a escuchar y contener, evitando 
interrogar, profundizar o solicitar detalles innecesarios. Solo podrá levantar información 
mínima e indispensable para activar adecuadamente el procedimiento institucional y 
adoptar medidas inmediatas de protección. Entre estos antecedentes básicos podrán 
considerarse, cuando sea posible y sin insistencia: 

●​ La identificación de la persona presuntamente involucrada, o al menos si se trata de un 
adulto, de un niño, niña o adolescente o de un tercero. 

●​ Si dicha persona convive o tiene contacto habitual con el estudiante. 
●​ Si existe un riesgo actual o inmediato para la seguridad del estudiante. 

 
 



 
No deberán formularse nuevas preguntas ni profundizar los hechos, a fin de evitar 
revictimización o interferencias en las actuaciones que correspondan a las autoridades 
competentes. Asimismo, deberá registrarse por escrito la información recibida por los 
canales formales del colegio, dejando constancia, al menos, de la fecha, hora, lugar, forma 
en que se tomó conocimiento, contenido esencial del relato o de los antecedentes 
recibidos, personas involucradas, eventuales testigos y medidas inmediatas adoptadas, si las 
hubiere. 

Recibida esta información, corresponderá derivarla de inmediato a la Coordinadora de 
Convivencia Escolar y a la Subdirectora de Formación, quienes deberán activar 
formalmente el procedimiento y disponer la apertura del expediente confidencial del caso.  

La función del establecimiento en esta etapa es detectar, acoger, resguardar y derivar, no 
investigar ni verificar por sí mismo la ocurrencia de los hechos. 

Responsable de detección y reporte: Cualquier adulto del Colegio que tome conocimiento 
de los hechos. 
Responsable de registro y activación: Coordinadora de Convivencia o Subdirección de 
Ciclo correspondiente.​
​
Plazo: Inmediato. 
 
Actividad 2: Adoptar resguardo inmediato y evaluar derivación externa. 
 
Una vez activado el procedimiento, el establecimiento deberá adoptar de inmediato las 
medidas de resguardo necesarias para proteger al estudiante afectado.  

Estas medidas podrán incluir, entre otras, acompañamiento adulto, apoyo psicológico, 
reforzamiento de supervisión, resguardo de identidad, adecuaciones transitorias de rutina, 
restricción de contacto con la persona señalada o cualquier otra medida proporcional que 
resulte necesaria para proteger la integridad física y psíquica del estudiante. 

Si la persona señalada fuere un adulto del establecimiento, podrán adoptarse además 
medidas compatibles con el Reglamento Interno y con la normativa laboral vigente, tales 
como restricción de contacto, reasignación de funciones u otras medidas preventivas que 
correspondan. 

En esta misma etapa, el establecimiento deberá evaluar si la situación requiere: 

●​ Derivación a redes externas de apoyo. 
●​ Derivación al Tribunal de Familia. 
●​ Denuncia ante Fiscalía, Carabineros o PDI. 
●​ Activación de otro procedimiento específico, según la naturaleza del caso. 

Si al momento de la develación o detección el estudiante presenta lesiones visibles, dolor, 
malestar físico, síntomas compatibles con agresión, compromiso emocional severo, crisis 
aguda o síntomas que hagan necesaria atención de salud, el establecimiento deberá 



 
evitar interpretaciones o calificaciones médicas, y gestionar la atención inmediata en 
enfermería o la derivación a un centro asistencial, según corresponda.  

En estos casos, el colegio no constata médicamente lesiones ni investiga su origen, sino que 
adopta medidas de protección, registro y derivación oportuna. El derecho de NNA a la 
salud y a la atención médica de emergencia está expresamente reconocido por la Ley N° 
21.430.  

La función del establecimiento en esta etapa es resguardar, registrar, derivar y activar los 
canales correspondientes, no verificar por sí mismo la ocurrencia definitiva de los hechos ni 
sustituir la intervención de la red de salud o de las autoridades competentes. 

Responsable: Subdirectora de Formación y Coordinadora de Convivencia Escolar.​
Plazo: Inmediato o dentro de las 24 horas siguientes a la activación. 

Actividad 3: Designar responsable del caso y recopilar antecedentes. 

Activado el procedimiento y adoptadas las medidas iniciales de protección, la Subdirectora 
de Formación deberá designar formalmente a la persona encargada de coordinar el 
abordaje institucional del caso, procurando objetividad, reserva y resguardo de la dignidad 
del estudiante. 

La persona designada deberá recopilar y organizar los antecedentes disponibles que 
resulten necesarios para la adecuada gestión institucional, incluyendo registros, 
documentos, comunicaciones y demás antecedentes relevantes ya existentes o que deban 
reunirse para efectos de resguardo, derivación, denuncia o información a los organismos 
competentes. 

La recopilación de antecedentes por parte del establecimiento no tendrá por objeto 
investigar ni esclarecer por sí mismo los hechos denunciados, sino únicamente adoptar 
medidas de protección, activar los canales institucionales y dar cumplimiento a los deberes 
de derivación, denuncia o información que correspondan. 

Solo de manera excepcional podrán realizarse entrevistas o levantamiento complementario 
de antecedentes cuando ello resulte estrictamente necesario para adoptar medidas de 
resguardo, coordinar apoyos o cumplir obligaciones institucionales, debiendo evitarse toda 
actuación que implique revictimización, reiteración innecesaria del relato o interferencia 
con la intervención de la autoridad competente. 

Toda actuación deberá quedar debidamente documentada en el expediente confidencial 
del caso. 

Responsable: Persona designada para coordinar el abordaje del caso, bajo la coordinación 
de la Subdirectora de Formación y con apoyo de la Coordinadora de Convivencia. 

Plazo: Inmediato y dentro de las 24 horas siguientes a la activación del procedimiento, sin 
perjuicio de las actuaciones de seguimiento que deban desarrollarse posteriormente. 



 
Actividad 4: Comunicar a las familias, ejecutar apoyos y realizar seguimiento 

El establecimiento deberá comunicar a las familias involucradas, por medio de reunión 
presencial o comunicación formal escrita, las medidas adoptadas, los apoyos definidos y, 
cuando corresponda, las acciones de seguimiento. 

Asimismo, el colegio elaborará e implementará un plan de apoyo formativo, pedagógico y 
psicosocial para el estudiante afectado y, cuando corresponda, para otros involucrados o 
para el curso, con el objeto de favorecer la protección, reparación, contención y 
continuidad del proceso educativo. 

El establecimiento mantendrá comunicación con la familia durante toda la fase de 
seguimiento y dejará constancia de las acciones implementadas, avances, ajustes y 
resultados. 

Responsable: Coordinadora de Convivencia, Subdirectora de Formación y profesionales de 
apoyo que correspondan.​
Plazo: Comunicación dentro de las 24 horas; seguimiento continuo hasta el cierre. 

Actividad 5: Elaborar informe de antecedentes para derivación a organismos competentes.  
 
Se deberá elaborar un informe de antecedentes con el objeto de derivar el caso a la 
Oficina Local de la Niñez, ponerlo en conocimiento del Tribunal de Familia para solicitar 
medida de protección, efectuar denuncia ante Fiscalía, Carabineros o la Policía de 
Investigaciones, dentro de 24 horas, o activar otra red externa competente, cuando resulte 
necesario. 

Este informe tendrá por objeto sistematizar la información mínima necesaria para la 
adecuada gestión institucional del caso y para la activación oportuna de los organismos 
competentes, sin sustituir su labor investigativa ni pronunciarse de manera definitiva sobre la 
ocurrencia de los hechos. 

El informe deberá contener, al menos: 

●​ Identificación del estudiante afectado. 
●​ Fecha y forma en que el establecimiento tomó conocimiento de la situación. 
●​ Síntesis objetiva de los antecedentes recibidos o develados.  
●​ Indicación de eventuales signos de riesgo, lesiones visibles o necesidades urgentes de 

protección, si existieran. 
●​ Medidas inmediatas de resguardo adoptadas por el establecimiento.  
●​ Identificación del organismo al que se deriva, informa o denuncia. 
●​ Antecedentes escolares complementarios que resulten pertinentes para la protección 

del estudiante y la adecuada comprensión del caso, tales como participación de la 
familia, asistencia, indicadores de higiene y presentación personal cuando sean 
relevantes, desempeño académico, observaciones conductuales o emocionales, 
cambios significativos en su comportamiento u otros antecedentes.  

Responsable: Subdirectora de Formación, con apoyo de la Coordinadora de Convivencia . 



 
Plazo: Inmediato o dentro de las 24 horas siguientes a la activación, según la urgencia y la 
naturaleza del caso. 

Actividad 6: Cerrar el caso y emitir informe final.  

El cierre del caso procederá una vez ejecutadas las medidas definidas, implementado el 
plan de apoyo y verificada una evolución compatible con el resguardo del estudiante y la 
adecuada gestión institucional de la situación. 

El cierre deberá constar por escrito en un informe final que consolide las actuaciones 
realizadas, las medidas implementadas, el seguimiento efectuado y los resultados 
observados, manteniéndose el resguardo de la identidad e intimidad del estudiante en 
todas las etapas del procedimiento. 

Responsable: Subdirectora de Formación, con apoyo de la Coordinadora de Convivencia. 

Plazo: Una vez concluido el seguimiento. 
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